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León, Guanajuato, a 11 once de mayo del año 2012, dos mil doce. . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 095/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana MARIA GUADALUPE ALCACIO TRUJILLO, en contra de la Directora General de Desarrollo Urbano y la Directora General de Ingresos, ambas del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U L T A N D O:

PRIMERO.- Con fecha 07 siete de marzo del año 2011, dos mil once, la  actora presentó el escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, en contra de los créditos fiscales identificados con los número siguientes: 001240-1 mil doscientos cuarenta guión uno, por la cantidad de $1,633.00 (mil seiscientos treinta y tres pesos 00/100 moneda nacional); 2252-2 dos mil doscientos cincuenta y dos guión dos, por la cantidad de $588.00 (quinientos ochenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional); 002272-1 dos mil doscientos setenta y dos guión uno, por la cantidad de $1,306.00 (mil trescientos seis pesos 00/100 moneda nacional); 002715-2 dos mil setecientos quince guión dos, por la cantidad de $1,306.00 (mil trescientos seis pesos 00/100 moneda nacional); 007537-1 siete mil quinientos treinta y siete guión uno, por la cantidad de $2,509.50 (dos mil quinientos nueve pesos 50/10 moneda nacional); 5325-1 cinco mil trescientos veinticinco guión uno, por la cantidad de $1,306.00 (mil trescientos seis 00/100 moneda nacional); 6335-1 seis mil trescientos treinta y cinco guión uno, por la cantidad de $1,906.00 (mil novecientos seis pesos 00/100 moneda nacional); 006599-0 seis mil quinientos noventa y nueve guión cero, por la cantidad de $1,434.00 (mil cuatrocientos treinta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional); 9550 nueve mil quinientos cincuenta, por la cantidad de $2,151.00 (dos mil ciento cincuenta y un pesos 00/100 moneda nacional); 010367-0 diez mil trescientos sesenta y siete guión cero y 6599 seis mil quinientos noventa y nueve, por la cantidad de $1,434.00 (mil cuatrocientos treinta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Por auto de fecha 09 nueve de marzo del año 2011, dos mil once, a la actora se le admitió a trámite la demanda, la copia al carbón del mandamiento de embargo de fecha 19 diecinueve de octubre del año 2010, dos mil diez y el original del estado de cuenta predial 01C000133001; requiriéndosele para que exhibiera copia certificada u original de la copia simple ofrecida, dándole 05 cinco días hábiles para exhibirla; además se le admitió la testimonial a cargo de dos grupos de testigos y se le concedieron tres días hábiles para garantizar el interés fiscal, a fin de acordar respecto a la suspensión de los actos impugnados. . . . . . . . . 
TERCERO.- Por acuerdo de fecha 23 veintitrés de marzo del año 2011, dos mil once, se tuvo a la actora por no cumpliendo el requerimiento formulado en autos y se le tuvo por admitida la documental ofrecida en copias simples. . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- El 28 veintiocho de marzo del año 2011, dos mil once, las autoridades demandadas, presentaron el escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 30 treinta del mismo mes y año, se les tuvo por contestándola y se les admitieron las pruebas documentales descritas y exhibidas en sus respectivas contestaciones, las que se tuvieron desahogadas en ese momento por su propia naturaleza; señalándose fecha para el desahogo de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

QUINTO.- La audiencia de alegatos fue celebrada el 04 cuatro de mayo del año 2011, dos mil once, a las 11:00 horas, con la asistencia del autorizado de la parte actora, en la que se desahogó la prueba testimonial del primer grupo de testigos a cargo de los ciudadanos Jorge González González y Ricardo Cortés Morales; y, la del segundo grupo a cargo de la ciudadana Margarita Soto Ortiz, no presentando alegatos la parte actora, por lo cual se procede a dictar la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 206-A párrafo  segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos imputados a la Directora General de Desarrollo Urbano y a la Directora General de Ingresos, ambas de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el  Juzgador de oficio o  a  instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Las autoridades demandadas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que la actora aporta varias copias simples y estas por si solas no afectan los intereses del actor, pues van dirigidos a otras personas, no desprendiéndose ejecución alguna en contra de la parte actora, pues en este momento no se le está haciendo ningún requerimiento. Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en merito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
De acuerdo con los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 9 párrafo segundo y 261 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, para acudir al proceso administrativo ante el Juzgado Administrativo Municipal o el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, se requiere tener interés jurídico y acreditar que el acto o resolución combatida afecte su esfera de derechos; en consecuencia, para tener por acreditado el interés jurídico de la parte actora y su afectación, no basta presentar la demanda de nulidad respectiva, ya que este hecho únicamente implica la pretensión de accionar ante el Órgano Jurisdiccional, pues para su plena comprobación es menester demostrar con los medios de prueba idóneas, que el accionante tiene un derecho subjetivo tutelado a su favor por una norma jurídica y que el acto o resolución combatida afecte su esfera de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el artículo 206-A, párrafo segundo, de la  Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
En este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que interesado es quien tiene un interés jurídico, numeral que en lo conducente que señala: .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 9.- … 
Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”
Mientras que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato,  establece  que  sólo  podrá  intervenir  en  el  proceso  quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  

“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Conforme a los artículos transcritos en supralíneas, para la procedencia del Juicio de Nulidad, es requisito sine qua non que la promovente, cuente con interés jurídico y que acredite que el acto o resolución combatida afecte su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. Lo anterior es así, en razón de que, por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el derecho subjetivo, se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables, a saber: a).- una facultad de exigir; y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. Al respecto, se reproduce el criterio sustentado en una tesis aislada del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en la Novena Época; Registro: 166362; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXX, Septiembre de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: XVI.2o.A.T.4 A; visible a Página: 3149, bajo el rubro siguiente: “LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”. Por su parte, respecto al interés jurídico la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, ha sostenido el criterio visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). Mientras que, la doctrina al interés jurídico también lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que  regula la actividad de la  autoridad administrativa y limita su poder.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En ese tenor, podemos concluir que el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica, entendiendo como la facultad o potestad de exigencia del particular y la obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia por la autoridad; en consecuencia, el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto o resolución impugnada; de esta manera, para que proceda el proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 9, segundo párrafo y 251, párrafo primero, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento, por un acto administrativo o por un acto Contractual de naturaleza administrativa; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, es el caso que la ciudadana María Guadalupe Alcacio Trujillo, no es la destinataria de los actos impugnados, dado que los 7 siete requerimientos de pago y los 3 tres documentos determinantes de crédito se encuentran dirigidos a nombre del ciudadano José Luis Corona, mientras que el mandamiento de ejecución está dirigido a la negociación denominada “El Mesón de San Juan de Dios”, por tal virtud, la impetrante no es la destinataria de ninguno de los actos fiscales combatidos, a pesar de ello, María Guadalupe Alcacio Trujillo, es la persona que firma y presenta la demanda que origina éste proceso; luego, si la demanda se intenta por una persona diversa al destinatario de los actos combatidos, entonces, en la especie la actora no acredita la afectación a su interés jurídico, en ese sentido es evidente que no existe ninguna vinculación entre los actos impugnados y los derechos de la justiciable, de donde resulta que dichos actos no le imponen ninguna obligación que repercuta en su esfera de derechos, toda vez que los efectos jurídicos de los actos combatidos se surten frente al ciudadano José Luis Corona, por ende, este último es quien se encuentra constreñido a cumplir la obligación, esto es, a cubrir el monto de los créditos fiscales que amparan los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en la especie, la parte actora no acredita el interés jurídico con la prueba testimonial desahogada a cargo de dos grupos de testigos en la audiencia de pruebas y alegatos, celebrada a las 11:00 once horas del día 04 cuatro de mayo del año 2011, dos mil once, ni con el estado de cuenta identificado con el folio 308294, expedido a su nombre. Lo anterior es así, en virtud de que la testimonial no es un medio de prueba apto para demostrar el interés jurídico, toda vez que, por un lado, la ciudadana María Guadalupe Alcacio Trujillo, no es la destinataria de los 3 tres documentos determinantes del crédito y de los 7 siete requerimientos de pago impugnados, pues dichos actos fiscales se encuentran emitidos a favor del ciudadano José Luis Corona; y, por otro lado, los créditos fiscales que amparan los actos antes descritos no tienen su origen en infracciones a disposiciones de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, relacionadas con el incumplimiento de obligaciones fiscales a cargo del propietario o del poseedor del inmueble ubicado en calle Ignacio Altamirano número 332, Colonia San Juan de Dios, de esta ciudad, sino que los créditos fiscales tienen su origen en multas derivadas de infracciones administrativas que se hacen consistir en “no presentar permiso de construcción”, falta prevista por el artículo 41, fracción I, del Reglamento de Construcciones para la Ciudad de León, Guanajuato, de esta manera, las infracciones no están vinculadas con la propiedad ni con la posesión del referido inmueble, dado que tienen su origen en la comisión de la falta administrativa establecida en el citado artículo 41, fracción I. Por lo que hace al estado de cuenta identificado con el folio 308294, por el solo hecho de que este dirigido al mismo domicilio particular indicado en los actos impugnados, no es el medio convictivo idóneo para acreditar el interés jurídico para impugnar los actos fiscales que nos ocupan, ya que omitió aportar medios convictivos para demostrar que dicha negociación es de su propiedad, además de que como se dijo en supralíneas, los créditos fiscales tienen su origen en multas derivadas de infracciones administrativas y no en cuestiones relacionadas con sanciones por incumplimiento de obligaciones tributarias supeditadas a la propiedad o posesión del inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Bajo  esta  tesitura, si los  actos  impugnados no  se  encuentran  emitidos  a 
favor de la ciudadana María Guadalupe Alcacio Trujillo, entonces, ésta no resiente una afectación a sus derechos subjetivos de manera real y directa, por no ser la titular de los derechos que nacen de los actos impugnados y es el caso que no se desconoce, ni se limita algún derecho subjetivo de la justiciable, por tanto, resulta evidente que los actos combatidos no afectan los derechos subjetivos de carácter administrativo de la actora, y por ello, no esta en aptitud de acudir ante este Juzgado Administrativo a promover el presente proceso, de donde resulta que se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, de acuerdo lo establecido por la fracción II del artículo 262 del mismo Código, es procedente sobreseer este Juicio. . . . . . .  . . . . . . 
Por último, el juzgador de manera oficiosa determina que respecto a la entonces Directora General de Desarrollo Urbano, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque se advierte de las constancias que obran en autos la inexistencia de acto impugnados, en razón de que no demostró la existencia de ningún acto emitido por dicha autoridad, pues los 3 tres documentos determinantes de crédito y los 7 siete requerimientos de pagos, se encuentran dirigidos a nombre del ciudadano José Luis Corona, mientras que el mandamiento de ejecución está dirigido a la negociación denominada “El Mesón de San Juan de Dios”, no se encuentran emitidos por la entonces Directora General de Desarrollo Urbano, sino que están firmados por la Directora General de Ingresos; en consecuencia, se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción VI del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y es procedente el sobreseimiento del Juicio respecto al titular de la Tesorería Municipal, conforme a lo señalado por la fracción II del artículo 262 mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracciones I y VI, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar  y resolver el presente proceso administrativo. . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
